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ESTUDIOS DE POSGRADO EN DERECHO

DIPLOMADO EN DERECHO PROCESAL  

CIVIL Y MERCANTIL
VII. PROCESOS FAMILIARES
CONTROVERSIA DEL ORDEN FAMILIAR

Concepto 

Es el proceso especial mediante el cual el Tribunal, ejerciendo su facultad jurisdiccional, resuelve, de manera pronta y expedita, los problemas familiares que requieren intervención judicial. 
Orden público de sus disposiciones 

Debido al interés del Estado por preservar el grupo familiar, considerado como la base de la integración de la sociedad, de conformidad con el Código de procedimientos civiles del Distrito Federal, los problemas que lo afectan se estiman de orden público y, en consecuencia, las disposiciones legislativas que lo regulan y tienden a lograr su conservación (normas sustantivas) son irrenunciables e intransigibles. Es importante destacar que lo anterior se refiere a las normas sustantivas que regulan la integración familiar, ya que hemos indicado que la totalidad de las normas del proceso (normas adjetivas o procesales) son de orden público y, por lo mismo, lo realizado en contravención a sus disposiciones trae como consecuencia la nulidad de lo actuado. 

Facultades del juzgador 

De conformidad con los artículos 941 y 945 del Código de procedimientos civiles del Distrito Federal, en este proceso especial al juez se le han otorgado las siguientes atribuciones especiales:
· Oficiosidad, ya que está facultado para intervenir de motu proprio (sin que sea solicitada su intervención), en virtud de que los problemas relativos a la institución familiar son de orden público, especialmente cuando se trata de menores y alimentos, y debe dictar las medidas necesarias para preservar ala familia y protegerla. No obstante, el Poder Judicial de la Federación ha sostenido que tal oficiosidad no autoriza al juzgador para condenar per se al pago de prestaciones que no han sido reclamadas, ya que su intervención ha de ser con el debido respeto a las garantías individuales de quienes intervienen en el juicio y a los principios elementales del derecho procesal civil. 

· Suplencia, ya que está obligado a subsanar los errores u omisiones de las partes en sus planteamientos de derecho, mas no de los hechos. 

· Advenimiento, puesto que está obligado a procurar la conciliación entre las partes, a efecto de que de común acuerdo y mediante la celebración de un convenio arreglen sus diferencias, a excepción de los conflictos relativos a alimentos.

· Cercioramiento, ya que puede comprobar en cualquier momento la autenticidad de los hechos afirmados, personalmente o por medio de trabajadores sociales, quienes deben presentar su informe por escrito y  pueden ser interrogados libremente  por el juez y las partes 

Características especiales del proceso 

Atendiendo a lo señalado en el Código de procedimientos civiles para el Distrito Federal, en el proceso se deben de observar los lineamientos siguientes: 

· Ausencia de formalidades. No se necesita ningún requisito especial para  acudir ante el juez cuando se ejercita alguna acción relativa a alimentos, calificación de impedimentos para contraer matrimonio, diferencias conyugales, sobre la administración de bienes comunes, educación de los hijos y en general todas las cuestiones familiares que requieren intervención judicial. Asimismo cuando se trate de alimentos, toda persona que tenga conocimiento sobre necesidad de otro a recibirlos y pueda aportar datos de quienes están obligados a proporcionarlos, puede acudir ante el juez de lo familiar o al Ministerio Público, indistintamente, a denunciar dicha situación. 

· Asesoría legal optativa. Es facultativo para las partes acudir asesoradas y en caso afirmativo, los abogados deben ser licenciados en Derecho con cédula profesional. Si una de las partes está asesorada y la otra no, se debe solicitar de inmediato los servicios de un defensor de oficio, quien gozará de un término de tres días para enterarse del asunto, por lo que se deberá diferir la audiencia por un término igual.  

· Fijación de alimentos provisionales. Si se reclaman alimentos, el juez debe fijar a petición del acreedor, sin audiencia del deudor y mediante la formación que estime necesaria, una pensión alimenticia provisional, mientras resuelve el juicio. Los menores y los discapacitados sujetos a interdicción, así como el cónyuge dedicado al hogar, gozan de la presunción de necesitar alimentos, los cuales son preferentes sobre los ingresos y bienes del deudor. Si no es comprobable el salario o los ingresos del obligado, el juez de lo familiar debe resolver con base en la capacidad económica y el nivel de vida que el deudor y el acreedor alimentarios hubieren llevado en los últimos dos años. 

Tramitación 

Respecto de las normas adjetivas (artículos 129, 943 a 956 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal) que regulan este proceso especial hay que tomar en cuenta lo siguiente:
Aplicación supletoria de las disposiciones previstas en la vía ordinaria civil. En todo lo no contemplado expresamente para este procedimiento. 

Demanda y ofrecimiento de pruebas. El escrito inicial puede ser escrito o por  comparecencia personal en casos urgentes, exponiendo de manera breve y concisa los hechos de que se trate y en ella se deben ofrecer las pruebas respectivas, sin más limitación que no sean contrarias a la moral o estén prohibidas la ley. 

Auto admisorio. Debe dictarse dentro de los tres días siguientes de la presentación de la demanda, ordenando el emplazamiento y traslado al demandado;  admitiendo las pruebas ofrecidas por la parte actora que llenen los requisitos legales; decretando la preparación y el desahogo de los medios probatorios, y señalando día y hora para que tenga verificativo la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos, la cual se debe celebrar dentro de los 30 días siguientes.
Contestación, excepciones y ofrecimiento de pruebas. La contestación a la demanda se debe realizar dentro de los nueve días siguientes al emplazamiento y en ella se han de ofrecer las pruebas que se estimen pertinentes. 

Medidas provisionales. Ninguna excepción dilatoria puede impedir que el juez adopte las medidas provisionales necesarias sobre el depósito de personas, alimentos y custodia de menores, ya que sólo después de haber sido tomadas se dará trámite a la cuestión planteada. 

Incidentes. Se tramitan sin suspender el procedimiento con un escrito de cada parte y si se ofrecen pruebas se deben anunciar en los escritos respectivos, fijándose los puntos en que versen. El Tribunal citará a una audiencia, dentro de los ocho días siguientes, donde se oirán los alegatos de las partes y le turnará el expediente para resolución, la cual se pronunciará dentro de los tres días siguientes. 

Audiencia de desahogo de pruebas, alegatos y sentencia. En ésta se deben observar los lineamientos siguientes: 

-  Llevarse a cabo con o sin la asistencia de las partes. 

- Los contendientes tienen que presentar a sus testigos y peritos, pero si bajo protesta de decir verdad manifiestan no estar en aptitud de hacerlo, la autoridad judicial los citará con el apercibimiento de arresto hasta por 36 horas en caso de que no comparezca un testigo y de multa hasta por 30 días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal si no asiste un perito, o si el oferente de la prueba señaló domicilios inexactos o si se comprobó que se solicitó la citación con el propósito de retardar el procedimiento, sin perjuicio de que se denuncie la falsedad resultante. 

- El juez y las partes pueden interrogar a los testigos con relación a los hechos controvertidos y hacerles las preguntas pertinentes, a menos que los cuestionamientos sean contrarios a la moral o estén prohibidos por la ley. 

- La sentencia debe pronunciarse de manera breve y concisa en el mismo acto de la audiencia, después de haber oído los alegatos de las partes o dentro de los ocho días siguientes. 

Apelaciones. Para su sustanciación es necesario que el apelante esté asesorado por abogado y si carece de él la Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal debe solicitar la intervención de un defensor de oficio, quien gozará de un plazo de tres días para enterarse del asunto y estar en aptitud de formular los agravios y demás actuaciones procedentes. Por último, es importante destacar que las apelaciones relativas a cuestiones alimentarias se deben ejecutar sin fianza. 

JUICIO ESPECIAL DE PÉRDIDA DE LA PATRIA POTESTAD
Concepto 

Es el proceso de carácter especial que pueden accionar exclusivamente las instituciones de asistencia social, tanto públicas corno privadas, respecto de los menores o incapacitados que se encuentran a su cuidado y mediante el cual el Tribunal, en ejercicio su facultad jurisdiccional, resuelve si es procedente decretar la pérdida de la patria potestad sobre los mismos, cuando el accionante considera que los padres de éste o alguno de ellos han ejercido violencia en su contra, lo han expuesto o abandonado por más de seis meses o han cometido en su persona o bienes un delito doloso en virtud del cual el o los progenitores han sido condenados por sentencia ejecutoria. 

Tramitación 

De acuerdo a lo establecido por los artículos 430 a 433 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, sea deben observarse los lineamientos siguientes:
· Las pruebas tienen que ofrecerse en los escritos de demanda y contestación, ya que en caso contrario no serán admitidas.
· Los demandados gozan de un plazo de cinco días para contestar la demanda, contados a partir del emplazamiento. 

· El no contestar la demanda trae como consecuencia que se tengan por supuestamente (fictamente) negados los hechos de la misma. 

· Todas las excepciones deben hacerse valer en el escrito de contestación a la demanda y resolverse en la sentencia. 
· No se admite la reconvención. 

· Ningún incidente suspende el procedimiento. 

· La audiencia de desahogo de pruebas y alegatos debe celebrarse dentro de los 10 días hábiles siguientes al emplazamiento, en el entendido de que si no es posible desahogar todas las pruebas en una sola sesión, la misma puede diferirse por una sola vez por un término no mayor de cinco días. 

· La sentencia tiene que dictarse dentro de los cinco días hábiles siguientes a la terminación de la audiencia. 

· Contra la sentencia puede interponerse el recurso de apelación, el cual debe admitirse en efecto suspensivo (ambos efectos).
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA
Nombramiento de tutores y curadores 

La tutela 

Este término deriva del verbo latino tueor que significa preservar, sostener, defender o socorrer, y es la institución jurídica de protección social que impone la obligación, a personas aptas, de cuidar física y jurídicamente a menores de edad no sujetos a patria potestad o con los que existe contraposición de intereses, y a mayores incapaces.
Procedencia. Están sujetas a tutela las siguientes personas:
· Menores de edad que no tienen parientes que puedan ejercer su patria potestad o si existen, hay contraposición e intereses entre ellos, ya determinados actos jurídicos y siempre que previamente se haya declarado su estado de minoridad.
· Mayores de edad disminuidos o perturbados en su inteligencia, aun cuando tengan intervalos lúcidos y siempre que previamente se haya declarado su estado de incapacidad

· Mayores de edad que padezcan alguna afección originada por enfermedad o deficiencia persistente de carácter físico, psicológico o sensorial, siempre que debido a la limitación o a la alteración en la inteligencia que esto les provoque no puedan gobernarse u obligarse por sí mismos o a manifestar su voluntad por algún medio y previa declaración de su estado de incapacidad. 

· Mayores de edad adictos a sustancias toxicas como el alcohol, los psicotrópicos o los estupefacientes, siempre que debido a la limitación 0 a la alteración en la inteligencia que esto les provoque no puedan gobernarse u obligarse por si mismos o a manifestar su voluntad por algún medio y previa declaración de su estado de incapacidad. 
Clases. La tutela puede ser de tres tipos:
· Testamentaria, que se establece mediante una declaración de ultima voluntad hecha por el ascendiente supérstite o el adoptante que ejercía la patria potestad sobre el menor o por el testador que deja bienes a un incapacitado. En este último caso se limita a la administración de los mismos. 
· Legítima, que se confiere a los parientes del menor o del incapacitado cuando no existe quienes ejerzan la patria potestad, por orden de cercanía en la relación y hasta un cuarto grado. Si existen varios aspirantes, el juez hará la elección de entre ellos, excepto cuando el mayor de 16 años la hubiere hecho. 
· Dativa, que se otorga cuando no existen parientes que puedan ejercerla o en caso de menores emancipados por matrimonio. En estos casos el tutor es elegido entre los inscritos en las listas elaboradas por el Consejo Local de Tutelas. El mayor de 16 años tiene la facultad de manifestar su preferencia al respecto, pero su elección puede ser rechazada por el juez, con audiencia del citado Consejo Local de Tutelas. 

La curatela

Curatela proviene del latín curare, que significa curar. Es la institución jurídica de protección social que tiene por objeto vigilar el cumplimiento de las obligaciones del tutor respecto de su pupilo, pudiendo sustituirlo cuando se produzca entre ellos una oposición de intereses. Todos los individuos sujetos a tutela deben tener un curador, excepto en el caso de que el menor no tenga bienes o cuando el tutor sea la persona que haya acogido a un expósito

Declaración del estado de minoridad e incapacidad 

Es el acto previo al nombramiento de tutor, ya que ninguna tutela puede conferirse sin que previamente se haya declarado el estado de minoridad o incapacidad de la persona sujeta a ella, según el artículo 902 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal puede pedirse por: 

· El menor que ha cumplido 16 años o más.
· El cónyuge
· Los parientes en línea recta (ascendente y descendente) y colateral hasta el cuarto grado. 
· El albacea. 

· El Ministerio Público. 

Declaración de estado de minoridad. Si a la petición se acompaña copia certificada del acta de nacimiento del menor, el juez sin más trámites (de plano) hará la declaración. En caso contrario, citara a una audiencia, dentro del tercer día, a la que si es posible debe acudir el menor y necesariamente el Ministerio Público, y si en ella se exhibe la copia certificada del acta de nacimiento o por el aspecto del menor, si comparece, o por la información de testigos, se hará o negara la declaración correspondiente. 

Declaración de incapacidad (interdicción) en la vía de jurisdicción voluntaria. Se deben observar las reglas siguientes:
· Una vez recibida la solicitud el juez tiene que decretar las medidas necesarias para asegurar a la persona y a los bienes del señalado como incapacitado, tomándose en cuenta que si al escrito inicial se acompaña certificado medico del incapacitado, informe fidedigno de la persona que lo auxilia u otro medio de convicción que justifique la necesidad de la medida, ordenara a la persona bajo cuya guarda se encuentre que se abstenga de disponer de sus bienes. 
· Admitida a tramite la solicitud el juez debe ordenar que el señalado como incapacitado se presente ante los médicos alienistas que designe, dentro de un termino que no exceda de 72 horas, a efecto de que se Ie practique el primer examen de su estado psicológico, el cual debe realizarse en presencia del mismo juez y con citación de las personas que solicitaron la interdicción y del Ministerio Público.
· Tiene que nombrarse un tutor interino cuando del dictamen medico resulte probada la incapacidad o exista duda fundada acerca de ella, debiendo elegirse entre las siguientes personas, atendiendo a la prelación indicada: padre; madre; hijos, prefiriéndose a los mayores de edad; abuelos, dentro de ellos al que el juez determine; y a falta de todos los anteriores se nombrara a una persona de reconocida honorabilidad, teniendo preferencia quien sea pariente o amigo del incapacitado o de sus padres y que no tenga ninguna relación de amistad, comunidad de intereses o dependencia con la persona que solicit6 la interdicción. 
· Los bienes del presunto interdicto deben ser entregados al tutor interino para su administración, a excepción de aquellos  producto de la sociedad conyugal, si los hubiere, que serán administrados por el otro cónyuge. Esta determinación será provisional hasta en tanto se declare el estado de interdicción.
· Tiene que realizarse un segundo reconocimiento medico al presunto interdicto con peritos diferentes, después de haberse dictado las providencias señaladas. 
· Si existe discrepancia entre el primero y segundo reconocimientos, debe practicarse una junta de avenencia entre los peritos con la mayor brevedad, y en caso de no existir acuerdo entre ellos el juez nombrara peritos terceros en discordia. 
· Una vez determinada médicamente la incapacidad de la persona, el juez tiene que citar al Ministerio Publico, al tutor interino y al solicitante a una audiencia, y si la totalidad de ellos esta de acuerdo, declarara la interdicci6n de la persona y en caso de oposici6n, esta se tramitara en un juicio ordinario. 

Una vez que ha sido declarado el estado de minoridad o incapacidad de una persona, debe nombrársele un tutor definitivo, ya sea legitimo, dativo o testamentario, teniendo en cuenta las reglas siguientes, las cuales también se aplican a los tutores interinos:
· Dentro de los cinco días  siguientes ala notificación de su nombramiento debe aceptar el cargo, disfrutando de un día mas por cada 40 kilómetros que medien entre su domicilio y el de la residencia del juez competente.
· Una vez aceptado el cargo tiene que proceder a garantizar su buen manejo con hipoteca, fianza, prenda o cualquier medio suficiente autorizado  por la ley, debiendo en este último caso, depositar dichos bienes en institución de crédito autorizada para el efecto. Están exentos de esta obligación el padre, la madre, los abuelos y los tutores que no administren bienes. 

· El tutor debe reunir los requisitos que exige la ley, ya que en caso contrario el juez puede abstenerse de discernirlo en su cargo.
· El Juez de lo Familiar tiene que inscribirlo en su registro de tutores y curadores, una vez que lo ha discernido en su cargo, debiendo estar dicho registro a disposición del Consejo Local de Tutelas. El juez, con citación del Consejo Local de Tutelas y el Ministerio Público, dentro de los primeros ocho días de cada año debe examinar este registro y tomar las medidas siguientes: reemplazar a los tutores fallecidos, nombrando uno interino en tanto que interlocutoriamente se designa al nuevo; exigir a los tutores omisos que rindan cuentas; obligar a los tutores a que depositen, en los establecimientos públicos destinados para el efecto los productos de los bienes de los menores, deduciendo los gastos y el porcentaje de honorarios por administración, que va de entre 5 y 10% de las rentas; darle el destino acordado al dinero de los menores asignado para un fin determinado, y pedir la información necesaria sobre las gestiones del tutor a fin de evitar abusos o corregirlos. 

· Una vez puesto en funciones al tutor (pronunciado el discernimiento) y publicado el auto respectivo, el juez de lo familiar debe remitir copia certificada del mismo al juez del Registro Civil para que levante el acta de tutela, debiendo el curador cuidar su cumplimiento y sin que su omisión impida al tutor entrar a ejercer su cargo. Extendida el acta, la misma debe anotarse al margen de la de nacimiento del menor o del incapacitado. 

· Los impedimentos y excusas de los tutores tienen que hacerse valer dentro de los cinco días posteriores contados a partir de la notificación de su nombramiento, si la causa es anterior o del día siguiente a que tuvo conocimiento del impedimento legal, si la causa es posterior, disfrutando de un día mas por cada 40 kilómetros que medien entre su domicilio y el juez competente. 

· La remoción del tutor procede cuando del examen de alguna de las cuentas rendidas resultan sospechas graves de dolo, fraude o culpa. Puede hacer valer dicha remoción la parte interesada o el Ministerio Publico en la vía contenciosa. Si en las primeras actuaciones de este juicio resultan confirmadas las sospechas se nombrara un tutor interino, quedando suspendido el definitivo hasta en tanto se resuelva lo conducente.

Rendición de cuentas por el tutor
Se deben observar las siguientes reglas:

· Debe rendirlas al Consejo Local de Tutelas, al curador y a su pupilo mayor de 16 años cada mes de enero o cuando el juez lo solicite expresamente. Debe contener un preámbulo con la exposición sucinta de los hechos que dieron lugar a la gestión y de la resolución judicial que la ordena; la indicación de las sumas recibidas, las gastadas y el balance de las entradas y salidas, y acompañarse de los documentos justificativos (recibos y comprobantes de gastos).
· La objeción a las cuentas tiene que sustanciarse incidentalmente y por cuerda separada (en un cuaderno independiente). Posteriormente se realizará una audiencia con los objetantes, el Ministerio Público y el tutor para determinar lo correspondiente. 
· El auto que aprueba las cuentas rendidas es apelable por el Ministerio Público, los demás interesados y el curador cuando hizo observaciones y el que las desapruebe, por el tutor, el Ministerio Público y el curador. 

Declaración de incapacidad (interdicción) en vía ordinaria 

Esta procede en caso de que exista oposición para la declaración de la interdicción en jurisdicción voluntaria, ya sea del Ministerio Publico, del tutor interino o del solicitante; son partes en el juicio el peticionario y el tutor interino, con la intervención del Ministerio Público. Se debe tener en cuenta que: 

· Subsisten las medidas provisionales decretadas en la vía de jurisdicción voluntaria, las cuales sólo pueden modificarse en caso de que hubieren cambiado las circunstancias que las originaron. 

· Debe oírse directamente al presunto incapacitado, si lo pide, independientemente de la representación atribuida al tutor interino.
· El tutor interino tiene que limitarse a realizar actos de mera protección sobre la persona del presunto incapacitado y de conservación respecto de sus bienes, en tanto se pronuncia sentencia irrevocable, ya que para realizar cualquier otra actividad urgente necesita la previa autorización judicial.

· Una vez que la sentencia ha causado ejecutoria debe nombrarse al tutor definitivo, al cual el interino le debe rendir cuentas con intervención del curador.

Adopción 

Es una institución jurídica que, por un lado, satisface los deseos y las aspiraciones afectivas de personas que en muchos casos carecen de hijos (adoptantes) y, por otro lado y atendiendo a su interés superior, asegura el debido cuidado y protección a menores o a incapacitados (adoptados) incorporándolos al seno de una nueva familia, ya sea en su país de origen (adopción nacional) o en otro distinto (adopción internacional), mediante la creación de un vinculo jurídico-familiar entre ellos (filiación civil o filiación equiparable a consanguínea), el cual puede limitarse a las partes y tener efectos restringidos (adopción simple o semiplena) o romper totalmente los vínculos de parentesco que existían con su primera familia para crear idénticos lazos con la segunda (adopción plena). 

Clases. Acorde a la definición anterior, existen cuatro tipos de adopción:

· Nacional, cuando por virtud de la adopción el menor no es trasladado a otro país, sin que para ello importe la nacionalidad del adoptante o del adoptado. El Código adjetivo civil para el Distrito Federal, tomando en cuenta la nacionalidad de las partes, la define como la promovida por ciudadanos mexicanos respecto de menores o incapacitados de nacionalidad mexicana. 

· Internacional, cuando por virtud de la adopción el menor es trasladado a otro país, sin que para ello importe la nacionalidad del adoptante o del adoptado. El Código adjetivo civil para el Distrito Federal, tomando en cuenta la nacionalidad de las partes, la define como la promovida por ciudadanos de otro país con residencia habitual fuera del territorio nacional y que tiene como finalidad incorporar al adoptado a una nueva familia, cuando el mismo no puede encontrar una en su propio país de su origen. Cabe indicar que cuando los extranjeros adoptantes tienen su residencia en el Distrito Federal, a pesar de que por virtud de la adopción el menor sea trasladado a otra nación, indebidamente para tal legislación la adopción no tiene un carácter internacional. De  lo anterior se desprende que en el Distrito Federal para que una adopción sea internacional es necesario que satisfaga cuatro requisitos: a) que el presunto adoptante tenga una ciudadanía extranjera, lo cual implica tener una nacionalidad distinta de la mexicana y que, además, goce del carácter de ciudadano en dicho Estado; b) que el presunto adoptante resida fuera del país; c) que el presunto adoptado tenga, por lo general, la nacionalidad mexicana, y d) que el presunto adoptado resida en México. Es importante señalar que en los tratados internacionales existentes en la materia el elemento distintivo para considerar la adopción como internacional es el desplazamiento del menor a otro país como consecuencia de la adopción, sin importar la nacionalidad del adoptante o del adoptado.
Los dos tipos de adopción anteriormente indicados pueden tener la característica de: 

· Plena, cuando se incorpora al adoptado a la familia del adoptante con la totalidad de los derechos y obligaciones que cualquier hijo tiene para con sus padres y parientes, y viceversa (filiación equiparable a la consanguínea), rompiéndose totalmente los vínculos familiares preexistentes. En todo el mundo se considera que la adopción internacional debe tener únicamente tal carácter. 
· Simple o semiplena, cuando se limita el vinculo al adoptante y adoptado, ya que el menor o incapacitado no se desincorpora de su primera familia, sino que únicamente se Ie transmite al adoptante su patria potestad, quien adquiere las obligaciones y derechos que tiene un padre para con su hijo, y viceversa, creándose una relación de parentesco con lineamientos especiales (filiación civil), derechos hereditarios recíprocos, impedimentos para contraer matrimonio entre ellos y un carácter revocable. Es importante señalar que la legislación sustantiva civil del Distrito Federal durante mucho tiempo otorgó ala adopción únicamente el carácter de simple o semiplena, pero en la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del 28 de mayo de 1998 se modificó de manera considerable el sistema existente y se permitió otorgar a la adopción efectos plenos (a voluntad de los adoptantes), regulándose expresamente, además, la adopción internacional. Asimismo, en la reforma legislativa que crea al Código Civil para el Distrito Federal se establece otro cambio fundamental al sistema de adopción y, entre otras casas, de manera a todas luces adecuada, se abroga la adopción simple o semiplena y se otorga a todas las adopciones efectos plenos. 

Requisitos generales

Para que las personas puedan adoptar a uno 0 a varios menores 0 incapacitados (aunque estos últimos sean mayores de edad) deben cumplir los requisitos siguientes:

· Ser mayor de 25 años, en pleno ejercicio de sus derechos

· Estar libre de matrimonio, ya que en caso de ser casado o de vivir en concubinato es necesario que realicen la adopción en conjunto, sin importar que solo uno de ellos satisfaga el requisito de edad exigido por la legislación, pero siempre que la diferencia de edad entre cualquiera de los adoptantes y el adoptado sea de 17 años, cuando menos, y cumplan con los demás requisitos. 

· Tener diecisiete años más que el adoptado. 

· Contar con medios bastantes para proveer la subsistencia, educación del adoptado y el cuidado del adoptado, de acuerdo con sus circunstancias personales. 

· Acreditar que la adopción es benéfica para el menor o incapacitado, atendiendo a su interés superior. 

· Justificar que el adoptante es una persona de buenas costumbres, apto y  adecuado para adoptar. 

· Probar su legal estancia o residencia en el país, cuando se trata de extranjeros. 

· En igualdad de condiciones debe preferirse al que hubiere acogido al menor que se pretende adoptar. 

· La adopción de uno o mas menores o incapacitados puede realizarse en circunstancias especiales, a juicio del juez.

Efectos.

Los dos tipos de adopción contemplados por el ordenamiento sustantivo civil del Distrito Federal (nacional e internacional), de manera idéntica, tienen las características siguientes:
· El adoptado es un hijo consanguíneo para todos los efectos legales (equiparación), incluidos los impedimentos para contraer matrimonio. 

· El adoptado tiene con la familia del o de los adoptantes los derechos y obligaciones de un hijo. 

· El adoptado debe llevar los apellidos del adoptante o adoptantes, salvo que por circunstancias específicas no se estime conveniente. 

· El adoptado hereda como cualquier hijo, sin que exista alguna excepción

· Entre el adoptado y sus progenitores se extingue la filiación preexistente, así como el parentesco con las familias de estos, salvo los impedimentos para contraer matrimonio, excepto cuando el adoptante este casado con alguno de los progenitores del adoptado, en cuyo caso no se extinguen los derechos, obligaciones y demás consecuencias jurídicas que resultan de la filiación consanguínea. 

· Su carácter es irrevocable. 

· Cuando el o los adoptantes ya mantienen vínculos de parentesco con el adoptado, los derechos y obligaciones que nacen de la adopción se limitan al adoptante y adoptado. 
· Una vez decretada la adopción debe girarse oficio al Registro Civil para que levante el acta respectiva, como si fuera de nacimiento, es decir, en sus mismos términos. También, debe anotarse este hecho en el acta de nacimiento original, la cual tiene que mantenerse reservada y sin que pueda expedirse constancia alguna que revele el origen del adoptado o su condición de tal, salvo providencia dictada en juicio. El Registro Civil tiene que abstenerse de proporcionar información sobre los antecedentes de la primera familia del adoptado, excepto en los casos siguientes y contando con autorización judicial: a) para efectos de impedimento para contraer matrimonio, y b) cuando el adoptado desee conocer sus antecedentes familiares, siempre que sea mayor de edad, ya que en caso contrario se requiere el consentimiento de los adoptantes. 

Tramitación

Las diligencias no jurisdiccionales que el Tribunal lleva a cabo para acreditar los requisitos de fondo que exige la legislación civil son: 

· Señalar si se trata de adopción nacional o internacional. 

· Manifestar el nombre, la edad y, si lo hubiere, el domicilio del menor o incapacitado. 

· Indicar el nombre y domicilio de las personas que ejerzan la patria potestad o tutela sobre el presunto adoptado y a falta de estos, de la persona o institución publica que lo haya acogido. En esta ultima hipótesis el presunto adoptante o la institución correspondiente debe exhibir la constancia oficial del tiempo de exposición o la copia certificada de la sentencia ejecutoria que hubiere decretado la terminación o la perdida de la patria potestad de quienes la hubieren ejercido, según sea el caso. 

· Exhibir certificado médico de buena salud del o de los solicitantes. 

· Acompañar los estudios socioeconómicos y psicológicos pertinentes, para acreditar su solvencia moral y económica, los cuales deberá realizar el Sistema Nacional de Desarrollo Integral de la Familia (DIF nacional) o por quien este organismo autorice, siempre que se trate de profesionales que acrediten tener titulo profesional y contar como mínimo con dos años de experiencia en atención de menores y personas susceptibles de ser adoptadas. En caso de adopciones nacionales, los indicados estudios también pueden ser realizados por la Secretaria de Salud, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Distrito Federal (DIF local), el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

· Expresar que se cumple con los requisitos marcados por la ley para que una persona pueda adoptar. 

Guarda y custodia provisional de menores. Respecto de ella hay que observar las hipótesis siguientes:
· Cuando el menor fue expuesto, si el tiempo de ella fue menor a tres meses debe decretarse su guarda y custodia provisional en favor del o de los presuntos adoptantes hasta en tanto se cumpla con un plazo de seis meses. 

· Cuando el menor no se encuentra bajo el cuidado de una institución de asistencia social, publica o privada se decretará su custodia provisional por el o los presuntos adoptantes por el término de tres meses. 

· Cuando el menor ha sido colocado por sus padres bajo el cuidado de una institución de asistencia social, publica o privada, para promover su adopción, no se requerimiento ningún plazo para analizar la procedencia de la adopción. 

Consentimiento para la adopción. Para que esta tenga lugar es necesario que consientan en ella: 

· El presunto adoptado cuando es mayor de 12 años; en todos los casos deben ser escuchados los menores, atendiendo a su edad y grado de madurez. 
· El padre o la madre del menor o del incapacitado, salvo declaración judicial de su exposición. 

· La persona o personas que ejerzan la patria potestad sobre el menor o el incapacitado, en ausencia de sus padres, en el entendido de que si el o los primeros también están sujetos a ella, deben consentir sus progenitores cuando están presentes y, en caso contrario, dicha anuencia debe ser suplida por el juez de lo familiar. 

· El tutor. 

· El Ministerio Público del lugar del domicilio del adoptado, a falta de los anteriores. 

· El consentimiento debe expresarse ante el juez de lo familiar que conozca de las diligencias de adopción, ya que en tanto no exista, no se puede dictar resolución. 

· Pueden oponerse ala adopción expresando los motivos en que se funden, las personas que dentro de los seis meses anteriores a la solicitud de adopción hubieren acogido al menor tratándolo como hijo. 

Audiencia. En el auto que admita a trámite la solicitud inicial de adopción el juez debe señalar fecha para la audiencia, que deberá celebrarse dentro de los 10 días siguientes. 

Resolución. Una vez acreditado el cumplimiento de los requisitos que exige la ley y recabado el consentimiento de las personas que deben darlo, el juez resolverá la solicitud dentro del tercer día.
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